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LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA. La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también a expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, en caso de advertirse su afectación, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, para que puedan pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Pereira, veintinueve de julio de dos mil dieciséis
Acta N°   de 29 de julio de 2016
Sería del caso resolver la impugnación formulada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito dentro de la acción de tutela iniciada en su contra por la señora Mariela Ríos Bedoya en calidad de agente oficiosa del señor ÁLVARO LÓPEZ ÁLZATE, si no fuera porque se advierte una nulidad insaneable, que más adelante se precisará y para lo cual se hace necesario tener en cuenta los siguientes:
ANTECEDENTES

Sostiene la señora Mariela Ríos Bedoya que su esposo, Álvaro López Álzate está incapacitado para laborar desde hace aproximadamente dos años, por lo que Coomeva, EPS a la que se encuentra afiliado, por orden de un juez de tutela, canceló las licencias por enfermedad correspondientes a los primeros 180 días, negándose a reconocer las expedidas con posterioridad, pues afirma que tal obligación se encuentra en cabeza de su fondo de pensiones, lo que la llevó a radicar ante Colpensiones las nueva incapacidades; no obstante, ésta entidad negó su pago alegando la existencia de concepto desfavorable de rehabilitación.

Precisa que el agenciado fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez con una pérdida de capacidad laboral del 38%, confirmada por la Junta Nacional, encontrándose en la actualidad pendiente de una nueva valoración.
Informa que sus condiciones económicas son difíciles y tal situación de desprotección ha agravado las patologías psiquiátricas que padece el señor López Alzate, por lo que solicita la intervención del juez constitucional con el fin de que se amparen los derechos fundamentales al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social en salud, de los cuales es titular el agenciado y como consecuencia se ordene a la entidad que corresponda cancelar la incapacidades ordenadas por el médico tratante desde el mes de agosto de 2014 y las que en lo sucesivo se ordenen.
Aspira también a que se practique una nueva calificación laboral para establecer la pérdida de capacidad laboral y el origen real de la contingencia.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días, a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.

Colpensiones se vinculó a la litis indicando que negó el pago de los subsidios económicos por incapacidad en virtud a que la EPS Coomeva, luego de efectuar una valoración médica integral del paciente, calificó en una primera oportunidad la contingencia como enfermedad laboral, lo que sumado al hecho de que existe concepto desfavorable de rehabilitación, desligan a esa entidad de la obligación de reconocer tal beneficio, pues legalmente esta llamada a pagar dichos subsidios cuando se trate de enfermedad general o accidente de origen común y medie concepto favorable de rehabilitación, tal como lo disponen los incisos 5º y 6º del artículo 142 del decreto 019 de 2012.

Llegado el día del fallo la juez a-quo concedió el amparo constitucional al verificar conculcado el derecho al mínimo vital del agenciado, por lo que ordenó Colpensiones cancelarle las incapacidades prescritas desde agosto de 2014 hasta la fecha.
El fundamento de tal determinación consistió en que a pesar de que dicha entidad alegue que el usuario no reúne los requisitos para acceder al reconocimiento de la prestación, ello no es óbice para que cumpla con dicha obligación, pues tiene la posibilidad de repetir contra la entidad que a futuro se determine que le corresponde el pago.
Inconforme con tal decisión, Colpensiones la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción. 

CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de vinculación  al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, genera la nulidad en el trámite de tutela?
1.   LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA.
La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también a expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, en caso de advertirse su afectación, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, para que puedan pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.
Al efecto dijo la Corte Constitucional en la providencia 196 de 2011, lo siguiente:

 “La integración del contradictorio posee gran importancia en el proceso de tutela pues, tal como lo ha reiterado la Corte, aunque se rija por el principio de informalidad, el trámite de esta acción no puede implicar el desconocimiento del debido proceso a que tienen derecho las personas que puedan verse afectadas con la decisión
. Por esto, es preciso que la parte demandada esté conformada en debida forma, lo que depende de que se notifique la demanda a todos los que tienen interés legítimo en ella. Con el acto procesal de conformación del litisconsorcio necesario se garantiza, de una parte, la protección de los derechos de defensa y contradicción de la persona o personas accionadas; y, de otra parte, que la providencia judicial tiene mayores posibilidades materiales de superar efectivamente la conducta u omisión que origina la violación de los derechos fundamentales
. 
Para lograr ambos fines, la Corte ha hecho énfasis en que es deber de quien instaura la tutela determinar con claridad la autoridad pública o el particular que lesiona o pone en peligro los derechos que invoca. Pero cuando ello no ocurre, en virtud del principio de oficiosidad, le corresponde al juez constitucional integrar el contradictorio valiéndose de los elementos de juicio que obren en la demanda de tutela
. 

Pese a lo anterior, en algunas ocasiones el juez desatiende el mencionado deber de integrar debidamente el contradictorio. En estos eventos, se genera una irregularidad en el procedimiento que desconoce el debido proceso y que, según la jurisprudencia de la Corte, puede viciar de nulidad el trámite adelantado, tal como lo establece el numeral 9 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil
. Por ello, cuando una anomalía de este orden se advierte durante la etapa de revisión eventual de una sentencia ante la Corte Constitucional, corresponde a esta corporación devolver el proceso al juez de primera instancia para que subsane el error procesal y en consecuencia, reinicie la actuación judicial notificando de este hecho a quienes corresponda. 

Esta Corte ha adoptado la figura del litis consorcio necesario para aquellos casos en que, dentro de una acción de tutela, no se encuentra debidamente conformado el contradictorio.”. 
Así las cosas, resulta evidente que la falta de vinculación o de notificación de las actuaciones procesales efectuadas en el trámite de una tutela a quien debe integrar la parte pasiva de la acción, generan una nulidad que impide atener de fondo el asunto, pero que puede ser subsanada con la efectiva la integración del contradictorio.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
3. CASO CONCRETO
En presente asunto, la parte actora reclama el pago de las incapacidades generadas con posterioridad a los 180 días iniciales, siendo éste primer periodo cubierto por la EPS Coomeva en virtud a la orden de tutela proferida por la Juez Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, el 29 de mayo de 2014.

En aquélla oportunidad, la funcionaria ordenó a esa entidad cancelar la incapacidades que se generaron entre el 08 de marzo y el 26 de abril de 2014, así como las que fueran expedidas con posterioridad, habiendo ésta pagado las que correspondieron a los primeros 180 días.  La cancelación de las licencias por enfermedad expedidas con posterioridad, según la EPS, le correspondía a Colpensiones, motivo por el cual se impetró la acción también en su contra.
Dicha entidad, al momento de dar respuesta a la acción,  informó de la calificación que de enfermedad laboral dio Coomeva a las patologías padecidas por el afiliado, situación que merecía el pronunciamiento de la juez del primer grado para ordenar la vinculación de la ARL Mapfre, en orden a integrar la litis con todos aquéllos sujetos pasivos llamados a restablecer los derechos fundamentales del señor López Alzate, razón por la que se considera que la decisión de primer grado, se encuentra viciada de nulidad.
En este punto, vale la pena aclarar que si bien la Corte Constitucional ha sido enfática en precisar que no pueden los afiliados cargar con el desdén administrativo y las controversias que se generen entre las entidades obligadas a reconocer y pagar las incapacidades laborales, lo cierto es que a dicha conclusión ha llegado en los eventos en los que éstas discuten el origen de la contingencia, lo que de ningún modo quiere decir que el operador judicial queda relevado de la obligación de llamarlas a juicio.  Los derechos de defensa y debido proceso en cabeza de estas entidades de ningún modo pueden entenderse como opcionales.

En el anterior orden de ideas, se declarará la nulidad de la sentencia impugnada, con el fin de que se vincule a la ARL Mafre a la presente lítis.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la sentencia proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el 3 de junio de 2016, dentro de la acción de tutela promovida por la señora MARIELA RIOS BEDOYA en calidad de agente oficiosa del señor ÁLVARO LÓPEZ ÁLZATE.
SEGUNDO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación,  el expediente al referido despacho, para que subsane la falencia advertida en el trámite.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

El Magistrado,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
� Ver, entre muchos otros, el Auto 281A de 2010 M.P Luis Ernesto Vargas; Auto 252 de 2007 M.P Clara Inés Vargas; Auto 130 de 2004 M.P Jaime Córdoba Triviño; Auto 238 de 2001 M.P Clara Inés Vargas; Auto 073 de 2006 M.P Manuel José Cepeda. 


� Ver, entre otros, el Auto 135/11 M.P Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Ver sentencia T-091/93 M.P Fabio Morón Díaz. 


� Así lo señaló la Corte desde sus primeros pronunciamientos. Ver, por ejemplo, el Auto 012 de 1996 M.P Antonio Barrera Carbonell. 
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